Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 14 minutos) 
-La Comisión de Transporte y Obras Públicas da la bienvenida al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas y sus asesores. 
Tiene la palabra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- La convocatoria del día de hoy a esta Comisión está relacionada con dos temas: uno es el Puerto de Fray 
Bentos y el otro, el de la megaconcesión. Dado que el tema del Puerto de Fray Bentos está dentro de la megaconcesión, 
trataríamos este último para luego analizar, en forma particular, el del Puerto. 


En primer lugar, nadie duda de que la infraestructura es una condición necesaria para el desarrollo. Hemos discutido muchas veces 
en esta mesa, en ocasión de la Ley de Presupuesto y de la Rendición de Cuentas, sobre la importancia de todo lo relacionado con 
la infraestructura, incluyendo la parte fija y la de la operación del transporte. El tema -lo planteamos en su momento cuando la 
consideración del Presupuesto- siempre es el mismo: compatibilizar las demandas con las posibilidades que el país tiene. 


En materia de infraestructura -ya lo dijimos en oportunidad de fijar las políticas de transporte- siempre tenemos la misma situación, 
es decir, demandas en cuanto a inversión inicial en obras y conservación de esas obras, que es un tema particularmente sensible 
cuando un país tiene una infraestructura altamente desarrollada. Cuando está por comenzar con ella, todo lo relacionado con el 
mantenimiento será algo a tener en cuenta en el futuro, pero cuando la infraestructura está desarrollada, se transforma en un tema 
del presente. 


Por otra parte, están las inversiones periódicas, que consisten en puestas a punto de la infraestructura, cada tanto tiempo como, 
por ejemplo, rehabilitaciones, ya sea de carreteras, refuerzos de un muelle o distintos elementos, que son las reinversiones 
periódicas. 


Al mismo tiempo, el mundo va avanzando y ello implica la necesidad de la actualización tecnológica. Los puentes hoy se vuelven 
angostos, porque los que se construyeron en la década del treinta eran para vehículos que circulaban a 30 ó 40 kilómetros por 
hora. Entonces, lo que en aquel momento era un puente adecuado para las circunstancias, en una época en la que los camiones 
circulan a 80 kilómetros por hora deja de ser adecuado y, por lo tanto, hay que hacer una actualización tecnológica. Si no lo 
hacemos, nos encontramos con la situación actual de los puentes angostos, que todos los percibimos como puntos de riesgo 
dentro del sistema vial. Simultáneamente existen otros requerimientos de la infraestructura vinculados a su explotación, que van 
desde servicios que se puedan brindar hasta el caso de las carreteras con peaje, que pueden ser los costos que representan. 


En el tratamiento de la Ley de Presupuesto planteamos todo esto, donde teníamos un marco que la realidad después determinó 
que se modificara. 


¿Cómo se financia todo este tema de la infraestructura? En ese sentido, hay dos grandes conceptos. Uno de ellos es el sistema de 
impuestos, que se recoge en el Presupuesto y en las sucesivas Rendiciones de Cuentas, y el otro es una forma alternativa que 
consiste en el sistema de precios. A través de este último, por ejemplo, se financia la infraestructura de la energía eléctrica, del gas, 
de las telecomunicaciones, del agua o de distintos servicios. En este caso, estamos acostumbrados a que se financian por el 
sistema de los precios. En lo que tiene que ver con las carreteras, dicho sistema estaba menos desarrollado a través de los peajes 
existentes. En el caso de la Ruta Interbalnearia, se trata de una carretera que se financiaba por los precios. En cuanto al primer 
tramo de la Ruta 1, que va hacia Colonia, ocurría lo mismo, porque allí hay un peaje. El planteamiento que nosotros hacíamos era 
que se financiara, fundamentalmente, por los impuestos, pero la realidad de estos años nos ha demostrado que éstos no eran los 
que preveíamos iba a haber. El país necesita competir y, por lo tanto, no existe la posibilidad de aumentar esos impuestos. 
Entonces, hay que buscar en el sistema de los precios el financiamiento complementario al sistema de los impuestos reducidos, 
que hoy en día tenemos. Esto lleva a una tercera solución de financiamiento, que es la que llamamos de costos compartidos. 


El sistema de impuestos está claro para la educación pública, para la salud y para los caminos vecinales. En un camino vecinal 
rural de bajo tránsito es imposible pensar que el financiamiento se va a atender por el precio, ya que costaría más caro poner una 
casilla para cobrar que lo que generaría la recaudación. Otro caso es el de las calles urbanas. Estos son elementos que, 
claramente, resolvemos atender por el sistema de impuestos. Además -y lo vamos a ver un poco más adelante-, hay que reservar 
recursos para atender esas infraestructuras, que no tienen otra forma de atenderse que no sea por el sistema de impuestos. 


Por el sistema de precios, como los señores Senadores podrán apreciar, tenemos las telecomunicaciones, los puertos, la energía 
eléctrica y el gas por cañería. Además, tenemos esta otra alternativa, que es la de costos compartidos, como, por ejemplo, el 
transporte ferroviario y las vías férreas, donde sería muy difícil que una empresa pudiera poner la infraestructura y, además, operar 
la vía férrea sola, es decir, si no tuviera algunas ayudas desde el sistema de impuestos. Lo mismo ocurre en el caso de las 
carreteras y del transporte carretero. 


Esto lo decimos como introducción, porque luego hablaremos del tema de la megaconcesión. 


En lo relativo a las carreteras, el país tiene una extraordinaria red vial, con 65.000 kilómetros de caminos en 176.000 kilómetros 
cuadrados de territorio sólido, lo que da una densidad enorme. Al mismo tiempo, eso genera una demanda de mantenimiento, de 
reinversiones periódicas muy significativa. Dentro de ese conjunto hay una red principal o primaria, compuesta por 2.400 
kilómetros, que concentran el 75% total del tránsito. Quiere decir que en esa red primaria hay posibilidad de pedir al usuario que 
ayude a financiar esa infraestructura. En los 56.500 kilómetros de caminos restantes -de los cuales 7.000 kilómetros son de 
jurisdicción nacional y los otros 49.000 kilómetros de jurisdicciones municipales- no hay posibilidades de que el sistema de precios 
o de peajes pueda ayudar al financiamiento. 


Frente a esta situación nos encontramos bastante condicionados en virtud de una evolución presupuestal que muestra que en 1998 
teníamos un nivel de presupuesto del orden de los U$S 198:000.000 y en el año 2001, como consecuencia de todos los avatares 
que ha sufrido el mundo, la región y el país, contamos con U$S 143:000.000. O sea que tenemos una reducción del 28% y una 
pérdida presupuestal de U$S 55:000.000. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera saber si fuera de los recursos públicos existe alguna inversión privada en el orden nacional, o si esto 
es inexistente. 


SEÑOR MINISTRO.- A eso voy, señor Senador. 


Precisamente, en la exposición se observará que lo que estamos haciendo, en definitiva, con la megaconcesión es conseguir los 
recursos que el propio Parlamento votó en el Presupuesto pensando en que habría cierta cantidad de ingresos por concepto de 
impuestos, y luego la realidad demostró que eso no se dio. Entonces, estamos buscando soluciones alternativas para no postergar 
lo que es nuestra obligación, es decir, el cumplimiento del servicio que debe dar la infraestructura a la sociedad. 


Frente a esta coyuntura, cabría plantearse cuál es nuestra línea de razonamiento. En primer lugar, debemos reservar recursos para 
atender la parte rígida del presupuesto, como ser el pago de los sueldos todos los meses. Indudablemente, esa es una parte 
extraordinariamente rígida. De todos modos, hay otro punto que también lo es. Me refiero al hecho de reservar el dinero para poder 
atender aquellas carreteras en donde no se va a poder pagar peaje o donde la calidad del servicio no es la de una carretera de 
peaje. Insisto, tenemos que reservar recursos para atender las redes secundarias y terciarias que cuentan con poco tránsito, es 
decir, cien o doscientos vehículos por día. 


Por otro lado, cabe destacar que este país durante muchos años edificó un patrimonio vial. Dentro de nuestra mira para el futuro 
está el hacer la contabilidad patrimonial de la infraestructura. En ese caso, nos encontraríamos con lo que es el patrimonio vial: la 
suma de los puentes y carreteras construidas. Eso lo hacemos como un elemento a tener en cuenta, y está en los documentos que 
les hemos entregado en ocasión del tratamiento del proyecto de ley de Presupuesto. En tal sentido, aspiramos a que ese 
patrimonio vial no se deteriore. Es algo que haríamos en la economía individual y por eso lo extendemos a la economía nacional. 


El valor patrimonial de carreteras es de U$S 2.200:000.000 y el relativo a los puentes asciende de U$S 300:000.000. Repito, 
tratamos de evitar ese deterioro atendiendo aquellos servicios de conservación, reinversión y actualización tecnológica. Asimismo, 
debemos evitar el deterioro de la calidad del servicio a los usuarios, que es lo que está en la base del planteamiento que le 
formulamos al Parlamento cuando solicitamos dinero de los impuestos para poder atender estas necesidades. Debe tenerse en 
cuenta que por $ 1 que se gasta en infraestructura, $ 10 se gastan circulando por sobre ella. Quiere decir que si tengo un deterioro 
de la infraestructura que genere un 10% de sobrecosto a los que van a circular por la carretera, con esa diferencia compensé el 
valor de la infraestructura. De ahí la fundamentación de por qué vale la pena invertir en infraestructura. Hay diez partes que están 
circulando -neumáticos, combustibles, kilómetros recorridos al año, mantenimiento de las unidades, etcétera- y que rápidamente, 
cuando una carretera empieza a estar en mal estado, hace que aumenten los costos: los neumáticos duran menos, se consume 
más combustible, el mantenimiento es mucho mayor, etcétera. Esa es la razón por la cual es tan importante no perder esa calidad 
de servicio. 


El último elemento que consideraremos -aunque la lista es bastante más larga- tiene que ver con algo sobre lo cual ya hemos 
conversado en el seno de esta Comisión. Concretamente, se trata del llamado "canto del cisne" de las carreteras. Normalmente, a 
la carretera le ocurre lo mismo que a las personas, en el sentido de que se va muriendo de a poquito, desde su nacimiento mismo, 
hasta que llega un determinado momento en que sufre una rápida aceleración del ritmo de envejecimiento. Si se toma la carretera 
a tiempo -es decir, en el período en que ese ritmo de envejecimiento es lento-, es posible recuperarla con una muy pequeña 
inversión dejándola otra vez cero kilómetro, por decirlo de alguna manera; pero si se espera al momento en que la carretera se 
encuentra ya en su última etapa, a punto de morirse, ello implica un costo de rehabilitación muchísimo mayor. En nuestro país 
existen muchas de estas situaciones que fueron contempladas en el Presupuesto, pero hoy nos encontramos con que, debido a la 
reducción presupuestal, no es posible encarar los trabajos. Es precisamente frente a esta situación que han aparecido las 
megaconcesiones. 


Cabe señalar que existen diferentes modalidades de gestión. En un extremo, podemos hablar de las concesiones gratuitas, que 
podríamos llamar salvajes, como es el caso de la Ruta Interbalnearia. Allí se le dijo al concesionario que debía tomar a su cargo la 
responsabilidad de todas las obras y luego se llevaría toda la recaudación, aunque quedó claro que nadie iba a ayudarlo en lo 
referente a los aportes. Esta es una posibilidad, en la que el cien por ciento lo pagan los usuarios. En el otro extremo podemos 
observar otras modalidades de gestión, como por ejemplo los contratos de obras con mantenimiento por dos o tres años -también 
podríamos haber incluido allí el trabajo por administración directa hecho por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas-, en los 
que el cien por ciento es pagado por el Ministerio y por el presupuesto, es decir, por los impuestos. Otra modalidad es el contrato 
de mantenimiento por niveles de servicio; es similar al anterior, con la diferencia de que, en lugar de pagarse por metro cúbico, se 
paga por resultado obtenido. Esto constituye una modificación que se ha realizado en todo el sistema de contratación en el 
Uruguay -es una tendencia también a nivel mundial-, porque es más importante tener el resultado que el metro cúbico. Si este 
último se hizo y el resultado no fue el esperado, el usuario no encontrará el beneficio. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera que se explicara cómo se mide el nivel de servicio. 


SEÑOR MINISTRO.- Se mide de muchas formas diferentes. Hablar detalladamente sobre este tema insumiría bastante tiempo, por 
lo que simplemente nos referiremos a él en forma un tanto general. 


Un elemento importante en el nivel de servicio es la sensación que se tiene del movimiento vertical al desplazarse por una 
carretera. Por ejemplo, si está toda ondulada, uno tiene una gran sensación de movimiento vertical. Esto, técnicamente, se llama 
medición de la rugosidad y constituye uno de los elementos con los cuales se mide la calidad de servicio. 


Otro elemento que hace a la calidad de servicio es el ahuellamiento que se produce en la carretera. A veces, es posible observar 
que se amontona agua en la huella de la carretera. Esto ha ocurrido, por ejemplo, hasta hace un tiempo, en la Ruta 2. Entonces, el 
ahuellamiento constituye otro indicador. 


A su vez, el área de pavimento que está fisurada, rota o reparada es otro elemento a considerar en este tema. Cada vez que uno 
ve eso -desde la simple sensación visual hasta la física- se da cuenta de que constituye una pérdida de confort. 


Podríamos seguir mencionando otros indicadores, como la medición de la resistencia al deslizamiento, que es lo que determina el 
agarre de la rueda al pavimento. Esto está vinculado a los pavimentos resbaladizos. 


Se puede hacer lo mismo en cuanto a resultados en un lugar por donde uno no circula. La medición de resultados en la faja de 
dominio público, que no está vinculado al confort pero sí al tamaño máximo que puede tener el pasto, por ejemplo, permite conocer 
el resultado de la función corte de pasto. 


Reitero que podríamos seguir expresando distintos conceptos vinculados a este tema. Para que los señores Senadores tengan una 
idea, en el contrato de la megaconcesión la cuestión vinculada a los indicadores de servicio se extiende por alrededor de quince 
páginas. 


Retomando el tema, diremos que aparece como otra modalidad lo que llamamos concesiones de costo compartido. Es el caso, 
precisamente, de la megaconcesión. En esta modalidad, estimamos que el 60% será pagado por los usuarios y el 40% restante 
con fondos presupuestales. ¿A qué corresponde ese 40% que pagará el Estado? A lo que el Estado igual pagaría si no se hiciera la 
megaconcesión. O sea, si esta no se realiza, habrá que pagar, con cargo al Estado, un servicio de mantenimiento de esas 
carreteras. Por lo tanto, lo que se está dispuesto a poner como aporte del Estado es equivalente a esa cantidad que de cualquier 
manera -sí o sí- deberá ser gastada. Ese es el costo compartido que hay. 


La megaconcesión ha sido diseñada como un arreglo institucional, que está descripto en el cuadro que estamos presentando. 
Tenemos al concedente, el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que tiene su órgano de control - 
como lo tiene cualquier concesión con cualquier concesionario- y que hace un contrato de concesión de obra pública con un 
concesionario, que es la Corporación Nacional para el Desarrollo, que hará las contrataciones de consultoría, como por ejemplo los 
proyectos, las contrataciones de obras -construcción de obras iniciales-, los contratos de mantenimiento a lo largo del período de la 
concesión, el contrato de recaudación -que es el contrato de explotación de peajes- y los contratos de servicios, que son todos 
aquellos que, quizás por un mal "marketing" realizado por nuestra parte, hoy son ya normales en las carreteras concesionadas. Me 
refiero, por ejemplo, al tema del servicio de mecánica ligera gratuito, los servicios de cobertura de emergencias médicas móviles y 
los postes SOS, con teléfono para poder llamar al servicio de emergencia. Los señores Senadores habrán visto estos postes en la 
Ruta Interbalnearia. Esos elementos son requeridos por los usuarios. La concesionaria va a contratar estas obras y estos servicios 
a través de pedidos de precios públicos, respetando dos principios que están establecidos en el proyecto de contrato a 
consideración del Poder Ejecutivo en este momento y que son el respeto de los principios de publicidad y de igualdad. Siendo una 
contratación de régimen de Derecho Privado -porque es ese el régimen que la Corporación tiene-, no deja de tener la obligación, a 
través del contrato, de que sus procedimientos respeten dos principios básicos de la contratación pública: la igualdad y la 
publicidad. 


Además, dado que el Ministerio va a estar haciendo un aporte, no solamente actúa como órgano de control sino que interviene, 
también, como gestor técnico al momento de la formulación de pliegos, de los procesos de adjudicación y a lo largo de los servicios 
técnicos que sean necesarios en el período de concesión. Por lo tanto, se trata de una especie de actuación técnica y económica, 
como si fuera la ordenación que el Tribunal de Cuentas cumple en materia legal y financiera. 


¿Cuáles son las ventajas? Entre otras, una mayor agilidad en el proceso de contratación de obras y el acceso fluido al mercado de 
capitales. 


Aquí hay un tema que es importante destacar, pues alguien podría cuestionar por qué se piensa en la Corporación Nacional para el 
Desarrollo cuando se va a hacer una concesión y no se hace un llamado a varios concesionarios. ¿Cuál es la situación en la que 
nos encontramos? Cuando se trata de un concesionario, como los que tenemos, éste debe tener un negocio muy atractivo y 
requiere una rentabilidad muy alta, que luego se ocupa de hacer aún más alta si consigue financiamiento más barato. Por ejemplo, 
si tiene una rentabilidad de un 16,27%, pero consigue un financiamiento a una tasa del 6,5%, el "apalancamiento" del resultado se 
lo lleva el concesionario en lugar de compartirlo con los usuarios. Entonces, otra de las ventajas que tiene la Corporación es que, si 
bien tiene la responsabilidad de obtener un resultado -porque va a tener su compromiso con los obligacionistas-, no tiene el objetivo 
de la maximización de la rentabilidad financiera del negocio. En definitiva, eso nos permite hacer mayor cantidad de obras para la 
misma concesión de derechos de cobros que estamos considerando. O sea, maximizamos el resultado en cuanto a infraestructura. 
Se produce, entonces, la reducción de la carga financiera del proyecto, es decir, se "apalanca" con financiamiento más barato la 
rentabilidad del proyecto, lo cual permite realizar mayor volumen de obras. Todo esto es consecuencia de una aspiración de 
rentabilidad mínima, en comparación con lo que pretenden las concesionarias. 


En cuanto al proceso de selección de contratistas -al que ya hicimos alguna referencia-, se tiene en cuenta el régimen de Derecho 
Privado, el respeto a los principios de publicidad e igualdad de los oferentes, la preparación de los pliegos de licitación por parte del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas y la intervención preceptiva en las contrataciones por parte de esta Cartera. 


Con relación a este tema hay, a su vez, dos grandes componentes. Me refiero a lo que llamamos Anexo l, que está vinculado 
fundamentalmente a la infraestructura vial más la ampliación del Puerto de Fray Bentos, y al Anexo ll, que tiene que ver con la 
infraestructura ferroviaria, que es denominada así porque es su componente mayor, aunque pueden aparecer algunos otros 
componentes. Hoy lo que está en proceso y a consideración del Poder Ejecutivo es el Anexo |, aunque más tarde daré una rápida 
visión del Anexo !l. 


En el Anexo l, el objeto de la concesión es gestionar, construir, mantener y operar la red concesionada y explotar los puestos de 
peaje durante un plazo máximo de quince años por un cierto valor presente de los egresos, es decir, la actualización de los egresos 
a una determinada tasa. O sea que si las obras se enlentecieran, dará para hacer más, y si se adelantaran, dará para hacer menos. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO..- Quisiera pedir al señor Ministro que explique un poco más ese concepto. 


SEÑOR MINISTRO.- En primer lugar, podemos decir que $ 1 hoy no es lo mismo que $ 1 el año que viene; y $ 1 del año que viene 
vale hoy $ 1 dividido 1 más una determinada cantidad que los economistas llaman la tasa de oportunidad del capital. Esa es la 


actualización de un valor del año que viene a términos actuales. O sea que, suponiendo que se tratara de un 10%, $ 1 de hoy 
valdrá $ 1,10 el año que viene. Ese es el valor presente o valor actual. En estos casos, donde tenemos una cantidad de elementos 
diferidos en el tiempo y dado que hacemos una contratación en el día de hoy, lo que tenemos que hacer es referir todos esos 
elementos a unidades que sean comparables; por eso se maneja el concepto valor presente de los egresos. Cabe aclarar que 
también podríamos haber manejado el concepto de valor presente de los ingresos, que refiere a lo mismo, pero en lugar de 
considerar los egresos consideramos, por ejemplo, las recaudaciones de los peajes. 


Entonces, este concepto nos lleva a un plan anual de obras -si lo desean, luego se puede ver este tema con más detenimiento-, al 
que me he referido anteriormente, cuando hicimos la presentación del Presupuesto. Seguramente que esto implica algunos riesgos, 
donde tendremos responsabilidades distintas según estemos del lado del concedente, como es el caso del Estado, o del 
concesionario, como en el caso de la Corporación. 


Por ejemplo, el concesionario va a tener un riesgo financiero; en este caso, dicho riesgo es asumido totalmente por la Corporación 
Nacional para el Desarrollo. Si suben o bajan las tasas, o si cambia el riesgo del país -lo cual se refleja en las tasas y en las 
cotizaciones de las obligaciones-, esto será un riesgo financiero que estará corriendo el concesionario. 


Por otro lado, hay que tener en cuenta que toda esta concesión se basa en determinados supuestos de valores de las obras, de 
recaudaciones -y para las recaudaciones, supuestos de tránsito-, por lo que nosotros tenemos una cuota de responsabilidad; no 
podemos pedirle a la Corporación Nacional para el Desarrollo que asuma ese riesgo, aunque tal vez sí lo hubiéramos podido hacer 
a un concesionario normal. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Quién recauda? 


SEÑOR MINISTRO.- Recauda la concesionaria. Este es un contrato de concesión como si se tratara de Consorcio del Este o 
cualquier otra empresa. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces, el riesgo de la caída de la recaudación tiene que ver con que dejen de pasar vehículos. 


SEÑOR MINISTRO.- No se trata del riesgo de la caída de la recaudación, sino del riesgo de los errores en las hipótesis que 
estamos manejando hoy en cuanto a cantidad de vehículos que van a pasar por esos lugares proyectados. Hoy eso está en manos 
del Ministerio, y no de la Corporación. No es razonable que le digamos a la Corporación que tome ese riesgo, porque eso se 
transformaría en un incremento muy importante de las tasas de interés para cubrirse del riesgo que tendrían, por no conocer el 
tema. 


En otros casos, como el de la recaudación del peaje, corremos riesgo los dos, porque corre riesgo el contrato. Supongamos que las 
hipótesis están bien, pero que hubiera problemas de recaudación porque, por ejemplo, se preveía que iba a pasar una cantidad de 
vehículos por determinado lugar y, por alguna razón, se bonifica extraordinariamente a algún usuario más allá de lo previsto; en ese 
caso, correríamos riesgo los dos. 


Tal vez, uno de los aspectos que más interesa conocer es cuál es el objeto de la concesión. Podemos ver que se prevén 1.272 
kilómetros de carretera primaria, con sus puentes. Los triángulos que se ven en el mapa son los puentes, y las carreteras 
concesionadas son las que están en amarillo. La parte que está en verde es la que no integra la concesión, pero sí los corredores 
internacionales, que están atendidos por otro tipo de contrato, con otros regímenes de gestión de la red. Entonces, ese sería el 
conjunto que permitiría ser atendido, e insisto que es el 51% de la red primaria, el 15% de la red nacional, el 17% de los puentes de 
la red nacional y donde se encuentra el 75% del tránsito que circula por las carreteras. 


Como saben los señores Senadores -porque se ha hablado de dónde van a estar los puestos de peaje-, la concesión va a estar 
dando algunos subsidios a determinados emprendimientos, como son los puentes que están fuera de la red concesionada. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Esos son los puentes a realizar? 


SEÑOR MINISTRO.- Así es, son los puentes a realizar. Si fuera una concesión, veríamos que sería sólo sobre los tramos que se 
concesionan, pero hay algunos lugares que entendemos son prioritarios y que necesitan obras importantes, que si no tienen un 
franco subsidio, no se van a poder realizar. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces, ¿estaría a cargo de la concesión, pero no con un subsidio directo? 


SEÑOR MINISTRO.- No hay un subsidio directo por esas obras; la concesión cierra como un todo, incluyendo esas obras. O sea 
que dentro de esa ecuación económica hay algunos subsidios cruzados. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Por qué aparece en ese color la Interbalnearia? 


SEÑOR MINISTRO.- La Interbalnearia tiene un contrato de concesión hasta el año 2007. Como hemos comentado en esta 
Comisión, nosotros veníamos haciendo negociaciones con Consorcio del Este para la extensión de ese plazo a cambio de la 
construcción de la doble vía entre El Pinar y el Aeropuerto y el mantenimiento de toda la carretera durante esos años adicionales. O 
sea que, a partir de hoy, serían quince años. Consorcio del Este ganó la licitación y está en todo su derecho de aspirar a que se le 
amplíe la concesión, pero nosotros estamos en todo nuestro derecho de respetar el contrato y, a su término, cancelarlo. Creemos 
que es razonable hacerlo así, porque el flujo de fondos de peaje generado en la Ruta Interbalnearia -luego vamos a ver cómo 
marca esa diferencia- nos va a permitir atender una cantidad de inversiones en otros lugares, además de los de la propia Ruta. 
Nosotros no tenemos la obligación de lucro que tiene la concesionaria de la Ruta Interbalnearia. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Ellos aspiraban a tener más años? 


SEÑOR MINISTRO.- Ellos aspiraban a tener una ampliación del contrato de ocho años, a partir del 2007. En principio, la 
concesionaria quería veintidós años, que luego bajó a doce y después a nueve; nosotros empezamos con cuatro, cinco o seis años 
y siete u ocho años nos parecía una cantidad razonable, dentro de lo posible. 


La verdad es que cuando diseñamos todo el mecanismo, consideramos que era mejor éste. Incluso, cuando en 1995 Consorcio del 
Este empezó con la Ruta Interbalnearia, nosotros le manifestamos que nos parecía interesante que, como fuente de 
financiamiento, fuera al mercado de valores nacional a fin de que el ahorro nacional tuviera posibilidad de invertir en esos 
documentos y que la sociedad sintiera que con el peaje que paga alimenta un bono que, en cierta forma, es suyo también. La 
concesionaria nos dijo que consiguieron condiciones de financiamiento más favorables en la banca multilateral que lo que 
obtendrían con la emisión de obligaciones en el mercado local. Naturalmente, nosotros les dijimos que esa era su decisión; 
nosotros podemos decirles que nos gustaría que fuera así, pero la decisión es de la empresa. Ahora se plantea la misma situación, 
ampliar el contrato o hacer esto, y nos conviene más hacer esto. Es el mismo razonamiento, en dos momentos distintos. 


Por lo tanto, se trata de 1.272 kilómetros de carreteras primarias con sus puentes y 38 puentes adicionales. Esto tiene su 
contraparte; o sea, nosotros vamos a buscar financiamiento en el mercado del ahorro nacional, en el mercado de capitales y los 
inversores institucionales del mundo que puedan estar interesados en estos papeles. A su vez, el repago de esto va a ser a través 
de un repago de peajes, es decir, de algunos peajes actuales y otros que van a ingresar en el futuro. Este es el caso de la 
Interbalnearia que va a ingresar a partir del año 2007 y que vendría a ser una especie -entre comillas, porque no lo es, pero sirve 
para fijar ideas- de "securitización" de peajes futuros. A esto hay que sumar el aporte que realiza el Estado y que es equivalente al 
costo de mantenimiento en que igual hubiera incurrido si no hiciera esta megaconcesión. Eso nos lleva a aumentar el número de 
peajes que se ven en el mapa; los que están marcados con cuadraditos son los existentes y los que están con triángulos son los 
nuevos. Pueden observar que en un territorio que, en general, tenía peajes sobre la vuelta de Montevideo, ahora aparecen nuevos 
puestos de peajes. 


SEÑOR VIRGILI.- ¿Había siete? 
SEÑOR MINISTRO..- Había siete y se incorporan siete más. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces, hasta la ciudad de Colonia van a haber dos; a Rocha un tercero; a Treinta y Tres y Melo, dos; a 
Rivera, un tercero, y a Salto también un tercero. En el caso de Rivera y Salto las distancias son bien importantes, pero en el de 
Rocha, no. ¿Qué pasa con los ciudadanos de Rocha? ¿Hay algo pensando con respecto a ellos? Hago la pregunta, aunque quizás 
está explicado en la exposición; de lo contrario, no pido que se dé la respuesta si no la tienen ahora. 


SEÑOR MINISTRO.- Ya hace muchos años que hay un peaje en Rocha, que incluso está establecido por decreto. En lugar de estar 
en ese emplazamiento de Garzón, estaba en La Coronilla. La verdad que en La Coronilla tenía, a nuestro entender, dos problemas: 
primero, una recaudación bastante menor, y segundo, en el caso de que uno entre al departamento haciendo turismo. Pensemos, 
por ejemplo, en La Coronilla, el Chuy, la Fortaleza de San Miguel, la Barra del Chuy y demás, que los tenemos del otro lado del 
peaje. De este otro lado tendríamos Punta del Diablo, La Paloma, Valizas, Barra de Valizas, Aguas Dulces. Entonces, en toda la 
relación interbalnearia habría que estar pagando peaje cada vez que se circulara. Por lo tanto, nos pareció una razón coadyuvante 
instalarlo en el arroyo Garzón. Digamos que hay una razón de recaudación. Nosotros nos planteamos la misma duda que el señor 
Senador Michelini. 


Ahora, la otra alternativa es que no pongamos un peaje, en función de esas consideraciones, y no hagamos la Ruta 9. Esos 
subsidios cruzados que hemos tenido de un lado a otro tratamos que no desvirtúen el sentido de esto. La Ruta 9, en particular el 
tramo de San Carlos a Rocha, la empezamos a mejorar con dinero de los impuestos en el Período anterior, pero no alcanzó y en 
este momento no tenemos con qué continuar los arreglos. La carretera tiene veinticuatro años y se está deteriorando rápidamente. 
Por lo tanto, tendremos un problema serio, precisamente en el tramo arroyo Garzón-Rocha. 


Continuando con ese razonamiento, este es un tema que ha preocupado tanto a la Dirección Nacional de Vialidad como la de 
Transporte. La reflexión que hacemos es que en doscientos kilómetros hay tres peajes. 


Estos peajes los tenemos pensados desde hace varios años; no están instalados físicamente, pero muchos de ellos tienen base 
jurídica desde hace mucho tiempo. Por ejemplo, tenemos por ley peajes desde el año 1964, por decreto desde el año 1994 y hay 
otros peajes que incorporamos ahora. 


Allí pueden observar más o menos un panorama de cómo es el tema de los distintos peajes: primer anillo que son los cuadraditos; 
segundo anillo que son los redondeles rojos y el tercer anillo que son los amarillos. Los existentes -ustedes ya los conocen- son de 
$ 50, ida y vuelta, o sea, $ 25 y $ 25. Consideramos que era razonable en los terceros anillos bajar la tarifa a un 80% con relación a 
las demás tarifas. En lugar de pagar $ 50 van abonar $ 40; o sea, $ 20 y $ 20. 


SEÑOR MICHELINI.- Serían más baratos que los que están en color rojo, que son a incorporar, pero estarían al mismo precio que 
los que están en cuadraditos. 


SEÑOR MINISTRO.- Así es. Quiero aclarar que hay un régimen de bonificación general del 20% previsto para las personas que 
son usuarios frecuentes y que, por lo tanto, tienen que pasar varias veces por el peaje, lo que podría alterarle su condición. Es decir 
que si vive en un radio de 10 kilómetros del peaje va a pagar el 20%, o sea que tiene un descuento del 80%, si compra lo que se 
llama las boleteras de 50 boletos, que equivalen a 25 pasadas de ida y vuelta. Además, tienen vigencia de dos meses. Esto quiere 
decir que si la persona pasa un día sí y otro no, puede convenirle esa situación, inclusive si pasa un día sí y tres no. En un radio de 
29 kilómetros, la bonificación es del 60%, o sea que paga un 40%. 


En algunos casos, nos hemos tomado alguna libertad adicional. Nos pareció razonable que en los radios geométricos estrictos, 
donde aparecía un centro poblado y parte de él quedaba incorporado, tratáramos de que todo el centro quedara incorporado. 


El proyecto, dentro del Anexo l, tiene distintos componentes. El primero se refiere a obras y mantenimiento de 1.272 kilómetros de 
ruta, con sus puentes, entre los años 2002 al 2005. Eso se va a estar construyendo durante ese período y la concesión va a 
extenderse en el tiempo; las obras y el mantenimiento de la Ruta Interbalnearia con sus puentes, del 2008 en adelante. Hasta el 
2007, sigue Consorcio del Este en la Ruta que va de El Pinar hasta Punta del Este. La obra de doble vía entre El Pinar y el 
Aeropuerto de Carrasco se va a realizar ahora, pero con cargo a los flujos que provengan de la megaconcesión; entre ellos, a los 
flujos de la propia Ruta Interbalnearia a partir del año ocho de la concesión. 


SEÑOR MICHELINI.- Por supuesto que se trata de muchos kilómetros y quizás los recursos no sean suficientes, ¿pero por qué no 
se agregó ese tramo de la Ruta 11 -que es de mucho tránsito- que va de Atlántida hasta Canelones? 


SEÑOR MINISTRO.- Ese tramo de Ruta 11 está hoy bajo un contrato de rehabilitación y mantenimiento, por el cual durante cinco 
años tenemos cubiertas las demandas de mantenimiento. Por lo tanto, tiene otro régimen de gestión; pero no es que no fuera 
bueno. 


Luego tenemos la componente número 2, que corresponde a obra y mantenimiento del resto de los 1.272 kilómetros, que están 
fundamentalmente vinculadas a lo que llamamos reinversiones periódicas. 


Por último, tenemos la componente número 3, referida más que nada a obras de hormigón. Acá están todos los puentes y la 
ampliación del muelle de Fray Bentos, no incluidos en las carreteras. Además de estos 38 puentes, hay otros incorporados dentro 
de esos tramos que figuran en color azul, que no están marcados uno por uno. 


Aquí aparece entonces un diagrama sobre las contraprestaciones de la concesión. En la componente número 1 está incluida la 
recaudación de peajes en el transcurso de quince años, lo que llamamos subsidio de mantenimiento de carreteras en los cuatro 
primeros años -es decir lo que actualmente tiene base presupuestal- y un renglón que es eventual, denominado subsidio 
complementario. Este último surge de un requerimiento que constituye una garantía de ingresos mínimos que la Corporación 
Nacional para el Desarrollo pedía durante ese período y que nosotros pensamos podía llegar a ser cero. Sin embargo, para el 
emisor de obligaciones en el mercado, para tener tranquilidad en los obligacionistas, era un elemento importante. 


Como los señores Senadores pueden apreciar, la componente número 2 es complementaria, tal vez porque será una decisión del 
Gobierno siguiente. Este tendrá dos posibilidades: por un lado podrá decir que mantiene la concesión, en cuyo caso la componente 
número 2 se sobrepondría a la componente número 1, y entonces seguiría haciendo los mantenimientos de la carretera, o decidirá 
que no está dispuesto a realizar ese gasto y entonces liberará al concesionario de la responsabilidad de mantener y se liberará a sí 
mismo de hacer los aportes correspondientes si se comprometiera esta gestión. 


En el caso de los puentes no podemos actuar de la misma manera, porque las amortizaciones de un puente serían a cuarenta o 
cincuenta años, y no vamos a dar concesiones por ese lapso. En el caso de los puentes se trata, entonces, de un subsidio de 
mantenimiento de puentes. 


Aquí tenemos el plan de obras para los próximos años. La Ruta 1, con el nuevo trazado entre el Arroyo Cufré y Colonia, es decir, 
una carretera paralela a la Ruta 1 existente, como se vino haciendo desde Cufré hacia Montevideo, dejando la carretera vieja al 
costado y construyendo al lado la nueva. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Con miras a realizar en el futuro la doble vía? 


SEÑOR MINISTRO.- No va a ser estrictamente una doble vía porque ello implicaría que ambas vías tuvieran la misma calidad; en 
este caso, la vieja va a seguir siendo vieja, y la nueva va a ser nueva, pero proyectando que en algún momento se pueda hacer el 
reacondicionamiento general de la vieja y uno pueda decir que es realmente una doble vía. 


Ahora bien, hay una consideración muy importante que debemos hacer. Teníamos dos posibilidades. Una de ellas es corregir la 
carretera actual y ensancharla, ya que es muy angosta, pues tiene sólo seis metros de ancho, muy mala visibilidad en todas las 
zonas verticales y plantea el problema de los árboles, fundamentalmente de los eucaliptus. Podíamos habernos contentado con 
hacer un mejoramiento de la carretera. Lo cierto es que durante todo el período de construcción de esos ochenta y pico de 
kilómetros, el usuario iba a tener que estar circulando por una carretera en construcción, haciendo desvíos permanentes, lo cual 
más allá de la incomodidad, iba a ser riesgoso, más aún cuando pensamos que esa es una de las carreteras más importantes 
desde el punto de vista turístico que liga Colonia con el este del país. Por lo tanto, nos decidimos por la otra posibilidad, que era 
hacer la nueva senda, que implica la existencia de una carretera nueva y de puentes al costado, en correspondencia con los viejos. 
Quiere decir que es una obra importante. Para que tengan una idea, si hiciéramos cálculos sólo respecto a ella -pensábamos 
concesionarla en forma independiente-, el apoyo que tendríamos que darle en materia de subsidios sería mucho mayor que el valor 
del mantenimiento. Esta obra se puede hacer por la "securitización" de los flujos de la Interbalnearia. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Ni siquiera poniendo un segundo peaje? 


SEÑOR MINISTRO.- El segundo peaje ya existe, pero genera muy pocos recursos; con lo que allí se recauda no se justificaría 
realizar una obra de tal magnitud. 


(Dialogados) 


La Ruta 5, al norte de Paso de los Toros, queda toda en mezcla asfáltica. Este es un viejo anhelo. La Ruta 5 se construyó hace ya 
más de treinta años, de carpeta asfáltica hasta Paso de los Toros, y de allí hasta Rivera, tenía un tratamiento bituminoso que ha 
sido de lo más noble, porque ha resistido todo este tiempo. Luego se ha ido mejorando en algunos tramos, en pedacitos de carpeta 
asfáltica, pero la verdad es que la carretera que va de Paso de los Toros hacia el norte es otra cosa muy distinta. Lo que aquí 
estamos planteando es la construcción de toda la Ruta 5 con el mismo nivel de calidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Ministro: se había expresado al comienzo de la Administración que el Ministerio le iba a dar 
preponderancia -o iba a procurar hacerlo- también a las rutas transversales. Reconocemos que por este sistema es imposible llevar 
adelante una operación de concesión en dichas rutas, ya sea la Ruta 30 o la 26, este u oeste. ¿Están en el Presupuesto 
quinquenal? ¿De qué forma van a ser hechas? ¿Qué esfuerzo tiene proyectado el Ministerio realizar? No le pedimos una gran 
información sino solamente algunas pautas generales. 


SEÑOR MINISTRO.- Precisamente, el asunto es que, si no encontramos financiamiento para estas carreteras principales, no 
podemos disponer de recursos para atender las otras. Entonces, a estas carreteras, que pueden pagarse por el sistema de precios, 
tenemos que incorporarlas al sistema de la concesión, justamente para poder seguir atendiendo las obras en esos tramos donde 
cobrar peajes nos costaría más que lo que recaudaríamos. 


La Ruta 3 ha tenido un avance muy importante, pero tenemos varios tramos que todavía están pendientes; por ejemplo, un tramo 
contra Salto que tiene un pavimento angosto y un trazado muy movido, similar al de la Ruta 1. También tenemos un tramo entre 
Ruta 26 y Queguay, en Guaviyú, donde se hizo una obra importante hace unos cinco o seis años pero ya hoy se están viviendo 
algunos problemas, porque se utilizó un pavimento de calidad inferior, no adecuado para un tránsito como el de la Ruta 3. De 
manera que en este caso, antes, precisamente, de que llegue el canto del cisne, hay que ponerle una carpeta asfáltica. Lo mismo 
sucede con otros tramos, como algunos ubicados en las inmediaciones de Young, y también hay otros que están en buenas 
condiciones hoy, pero que ya vemos que en los próximos quince años van a necesitar obras de cierta envergadura. 


En cuanto a la Ruta 11, estamos pensando en ensancharla -porque hoy es muy angosta- y en agregarle carpeta asfáltica. Nos 
hubiera gustado poder incorporar también al Puente Santa Lucía o al "by-pass" de Canelones, pero estas obras insumirían muchos 
millones de dólares. 


Por otro lado, está previsto que la Ruta Interbalnearia sea toda de doble vía; ahí aparece el tramo que está faltando, desde El Pinar 
hasta el Aeropuerto de Carrasco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Hay un estudio del impacto forestal, por ejemplo, en ese acercamiento de las carreteras al fin de su vida 
útil? Hago esta pregunta, porque se advierte el huelleo en algunos pavimentos, incluso de carpeta asfáltica. 


SEÑOR MINISTRO.- Nosotros hemos realizado una evaluación de toda la red vial, dividiéndola en tramos -son más de 600- incluso 
dentro de una misma carretera, que se diferencian por el tránsito, por el pavimento, por cuándo se hizo la última intervención, 
etcétera. Todo eso se simula en un modelo computacional de todo el país, que va dando la información de cómo se van poniendo 
cada uno de esos más de 600 tramos y cuándo hay que encararlos, y esto es lo que determina el plan de obras que tenemos que 
realizar. Ahora lo estamos complementando, para mejorar la calidad de información, con el plan de conteo de tránsito: se han 
instalado en las carreteras unos "cañitos" -no sé si los señores Senadores los han visto- que nos permiten clasificar y pesar los 
vehículos, no a efectos punitivos, sino para saber lo que está pasando. Esos datos se descargan a un sistema central, que nos 
permite tener la información correcta de cada uno de los tramos de esa red. 


Están previstas también algunas otras obras puntuales, como los pasajes a desnivel en Salinas y La Floresta. 
SEÑORA POU..- ¿Cuál es la obra que se va a hacer en Salinas? 


SEÑOR MINISTRO.- Está previsto que la Ruta Interbalnearia pase por arriba con las dos vías, porque en ese lugar no hay 
posibilidades de desaguar la Ruta 87, que es la que cruza por allí. 


SEÑOR MICHELINI.- Se va a evitar, además, la pérdida de más vidas humanas. 
SEÑOR MINISTRO..- Exactamente. 


Más barato sería pasar con la Ruta 87 por arriba, pero esto traería grandes problemas de expropiaciones para hacer las rotondas 
de bajada. 


SEÑORA POU..- ¿Ustedes tienen medida la pérdida de vidas humanas? 


SEÑOR MINISTRO.- Sí, por supuesto. Los semáforos mejoraron mucho la situación, pero lo que está claro es que en muy poco 
tiempo las congestiones van a generar muchísimos inconvenientes. 


SEÑOR MICHELINI.- Los semáforos son un parche. 
SEÑOR MINISTRO.- Sí, claro. 


La lista de obras es muy larga -me gustaría mostrarla en algún momento- pero voy a mencionarles los pasajes a desnivel en La 
Floresta, en el Puente de las Américas, que es el que está en Avenida Giannattasio y Avenida de las Américas, y en la Ruta 101 y 
Ruta Interbalnearia, donde está el radar del Aeropuerto, así como la ampliación del muelle en el Puerto de Fray Bentos. Queremos 
alcanzar un objetivo que no es menor y al cual hicimos referencia en oportunidad de la presentación del Proyecto de Ley de 
Presupuesto: lograr que los corredores internacionales estén habilitados para la carga MERCOSUR. Nosotros tenemos en este 
momento importantes limitaciones; hemos logrado, con un gran esfuerzo, tener un corredor habilitado con la Argentina y un 
corredor habilitado con el Brasil, pero, al final de este Período, y con este programa que estamos planteando, vamos a tener los 
corredores internacionales habilitados para la carga MERCOSUR sin restricciones. Esto es muy importante en el marco del 
programa -que ya he comentado en esta Comisión- del Uruguay como plataforma de venta de servicios al comercio dentro de la 
región. 


Pero además de estas obras, y de muchas otras, que no he mencionado, hay otras intervenciones específicas que tienen 
relevancia local. Por ejemplo, está el tema -que es una gran preocupación, tal vez no tanto del transportista, pero sí del ciudadano- 
de la demarcación horizontal. Este es un tema en el cual siempre hemos estado atrás. Hemos tratado de tener toda la red principal 
pintada en forma simultánea, con la raya amarilla y la raya blanca, pero nunca hemos podido lograrlo. Y realmente este es un 
elemento que el ciudadano reclama. Es más importante tener pintada la línea blanca y amarilla, que tapar algún bache en la 
carretera. 


El otro tema es la adecuación suburbana y la iluminación de los tramos urbanos de las rutas. En lo que me es personal defiendo la 
ruta porque estuvo primero; después del otro lado se desarrolló la ciudad, y la verdad es que actualmente hay una interferencia 
importante entre la ciudad y la ruta, que da mérito a obras de iluminación, colocación de algún semáforo, construcción de calzadas 
laterales, con el fin de que el tránsito local circule fuera de la carretera y se minimicen los accesos hacia la ruta. Cuando hacemos 
el mapa de accidentes, es muy claro que los grandes lugares de concentración de accidentes están en los pasajes urbanos de las 
rutas. Por lo tanto, me parece fundamental incorporar estas obras -aunque quizás alguien puede pensar que deberían ser 
municipales- a este esquema. 


Insisto que si hubiéramos contado con el presupuesto que precisábamos, tal vez no estaríamos hablando de estos elementos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber cuál va a ser el porcentaje de reinversión en los distintos tramos con relación a lo que se 
obtiene por concepto de peaje y, a su vez, cuál será la forma de transferencia que habrá entre tramos y tramos, es decir, aquellos 
que van a ser más deficitarios y van a recibir los recursos económicos del bolsón. 


Creo que es bueno plantear estas interrogantes para entender también la propia justificación de los peajes. 


SEÑOR MINISTRO.- Permítame, señor Senador, pero luego mostraré unas transparencias que me parece que serán bastante 
demostrativas. 


En la transparencia vemos el valor presente de los egresos. Para el período 2002-2016, a valores del año 2001, será U$S 
270:000.000, y para el 2002-2005 será U$S160:000.000. Este último período comprende cuatro años, a razón de aproximadamente 
U$S 40:000.000 por año. O sea que esto es lo que guarda relación con la otra transparencia referida a la reducción del 
presupuesto de U$S 55:000.000. 


Ahora bien, en el período 2002-2007 hay un incremento de peajes bastante moderado y corresponden a los que se van a ceder 
desde ahora. A partir del año 2008, el ingreso por concepto de peajes sube vertiginosamente y corresponde a los peajes de la Ruta 
Interbalnearia, que recaudan U$S 20:000.000 por año. Los otros siete peajes que estamos instalando recaudan U$S 10:000.000. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- El contrato vence en el año 2007. 
SEÑOR MINISTRO.- Así es, señor Senador. Se respeta el contrato hasta el vencimiento. 
Este es, en síntesis, el Anexo |. 


El otro tema al que me voy a referir corresponde al Anexo ll, sobre el que haré una descripción muy breve porque todavía lo 
estamos formulando. El mismo está incorporado en el contrato de concesión y por lo tanto está habilitada la vía. 


Se está haciendo un acuerdo entre AFE, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y la Corporación Nacional para el Desarrollo, 
en el cual se nos habilita la actuación sobre la vía. A su vez, de la misma forma que hablábamos de componentes en el Anexo l, 
también lo tendremos que hacer con respecto al Anexo ll. Entendemos que la vía prioritaria, es decir, la más importante, es la que 
une Montevideo con Rivera, porque nos permite conectarnos con el Brasil y, además, ser el elemento de transporte de la madera 
de Rivera, que ya no está saliendo por rolo, sino como madera de valor agregado en contenedores. 


SEÑORA POU..- Quisiera saber si el Uruguay y el Brasil tienen la misma trocha. 


SEÑOR MINISTRO.- Tenemos trochas distintas, pero en la frontera hay una planta que permite transferir un contenedor. Cuando se 
transportaba carga general, esto no era posible porque había que hacer una maniobra de descarga muy costosa, pero desde que 
toda la carga se transporta en "containers", al mismo tiempo que se realiza el trámite aduanero, se lleva a cabo la transferencia. 
AFE hizo un acuerdo con una empresa ferroviaria del lado brasileño y actualmente ese servicio es un poco costoso; en ese sentido, 
estamos haciendo las gestiones para reducir el costo de U$S 12 por contenedor, a U$S 3 o U$S 4, a fin de facilitar el transbordo y 
así penetrar más en el mercado brasileño. 


Por otras razones, es preciso mantener una conexión con la Argentina porque allí el ferrocarril mesopotámico tiene la misma trocha 
que el Uruguay, permitiéndonos así llegar desde Misiones, Paraguay, hasta Zárate. O sea que nos permite cubrir un territorio muy 
atractivo como mercado. 


La primera línea, que es la que une Montevideo con Minas, le genera a AFE el 52% de sus ingresos actuales, fundamentalmente 
por ser una línea mineralera que transporta clinker y cemento portland. La línea a Treinta y Tres, que es arrocera, y el ramal a Fray 
Bentos de la línea a Salto, que conecta Algorta con el Puerto de Fray Bentos, integrarían el Componente N? 2. 


Si consideramos los Componentes N* 1 y N* 2, estaríamos hablando de los U$S 100:000.000 a los que anteriormente nos 
habíamos referido. Con respecto a cuándo se van a hacer, es un tema más complejo. Entendemos que debemos empezar con la 
línea a Rivera para ver cómo es esta emisión de obligaciones y cuál es la respuesta del mercado, porque de la misma forma que en 
el otro caso hay un elemento muy concreto que es el pago por mantenimiento -pero fundamentalmente, un peaje por historia, que 
es el de la Ruta Interbalnearia-, en este caso el inversor va a estar tranquilo porque va a cobrar. Es decir que si mañana hubiera 
algún problema, la fuente de ingresos estaría allí. Aquí la situación sería más compleja para el repago, porque habrá un pago por 
derecho de uso de vía que estará establecido en la ley pero no sabemos, a ciencia cierta, de cuánto va a ser y el inversor lo sabrá 
menos. Seguramente, lo mismo le sucederá a la Corporación. Entonces, estos papeles, no tienen la misma clasificación de riesgo 
que presumiblemente tienen los otros. Pensamos que los primeros van a ser clasificados doble A, o sea con una clasificación de 
riesgo muy cercana a la de los títulos nacionales de deuda soberana. Seguramente van a tener que pagar algo más de intereses 
porque tienen algún riesgo que no tenía el documento de deuda soberana; pero, evidentemente, en este caso tenemos que 
madurar mejor el tema del repago de este financiamiento para darle seguridad al inversor y no transformar estos papeles que, 
como son de alto riesgo, terminan con costos financieros altísimos. 


¿Por qué planteamos ahora el tema del ferrocarril? Porque es un tema de competitividad ferroviaria. Antes la carga estaba 
distribuida en todo el territorio, se producían 70 kilos de carne por año y en la actualidad se producen 3.500 kilos por hectárea de 
forestación. Entonces, hoy la carga se ha multiplicado cincuenta veces y está concentrada arriba de la vía ferroviaria. Por lo tanto, 
esto le da al ferrocarril posibilidades que no tenía en el pasado. Cabe destacar que en los últimos cincuenta años el camión 
desplazó al ferrocarril en lo que tiene que ver con la facilidad de acceso al territorio de un país que no tiene una topografía 
complicada o caminos netamente intransitables. 


Por otra parte, el tema de los contenedores es muy importante ya que pensamos que en los próximos diez años -y si somos 
optimistas quizás en cinco- se podrá triplicar el movimiento de los contenedores a través del Uruguay. Esto sería muy bueno desde 
el punto de vista económico, del protagonismo del país dentro de la región y como acelerador de otros procesos de desarrollo. Sin 
embargo, multiplicar por tres el número de los contenedores, implicará rotarlos más rápidamente, pero no va a haber una rotación 
que nos permita triplicar la cantidad. Por lo tanto, esto va a significar una mayor cantidad de contenedores moviéndose, lo que 
incrementará también el almacenaje. 


Esto está vinculado a otros proyectos que están fuera del tema que estamos tratando hoy entre los cuales se encuentran, por 
ejemplo, los proyectos de las zonas de actuación logística, referidos a la ampliación sustancial de las áreas de almacenaje para 
poder atender el aumento del volumen de contenedores. 


Por su parte, el tema ferroviario merece algunas consideraciones con relación a nuestras carreteras. Si no hacemos esto -y aquí es 
importante el costo de oportunidad de no hacer- el costo de la reparación de las carreteras va a aumentar enormemente, 
particularmente el de la Ruta 5. Con respecto a esta ruta, por más que la hayamos dejado en buenas condiciones -tal como lo 
mostramos recién-, si tiene que soportar el peso de la carga forestal, la inversión realizada no será suficiente y deberá aumentarse 
en los 500 kilómetros de carretera. Si lo hiciéramos veríamos que representa una suma aproximada de U$S 15:000.000 de 
inversión por año. Frente a esta situación, parecería bastante razonable que el dinero se invirtiera en la vía ferroviaria, que es un 
elemento idóneo para el transporte de carga. 


Otro elemento importante a considerar es que se podría bajar la accidentalidad en las rutas, que en el futuro podría empezar a ser 
mayor en caso de que el ferrocarril no estuviera trabajando. También, debe tenerse en cuenta que se afectaría a la comunidad de 
los usuarios de la carretera. Además, si no hacemos algunas de estas inversiones, el ferrocarril no podrá circular. Si no hay un 
proceso de recuperación de la infraestructura -que ningún privado puede hacer tranquilamente-, el episodio ocurrido hace algunos 
días en la línea José Pedro Varela, en el que cayó un puente, va a volver a suceder. Hace unos veinte años sucedió un accidente 
como éste, ahora hay otro, y lo más probable es que estos sucesos comiencen a ser más frecuentes. Cabe destacar que hace 
cuarenta años los descarrilamientos eran prácticamente nulos y hoy se producen dos o tres por semana. Esto genera un círculo 
vicioso y la pérdida de confiabilidad por parte de la persona que embarca su producto en este tipo de transporte, porque luego 
deberá reclamar al seguro. 


Por todo esto, el tema ferroviario nos requiere tomar una decisión que deberá adoptarse con prudencia, tal como venimos haciendo 
hasta ahora. No se puede realizar una brutal inversión en el ferrocarril, luego encontrarnos con que por ciertas disfunciones no da 
el resultado previsto y seguir utilizando las carreteras. Entonces, estamos planteando dos componentes que entendemos serían los 
principales. Hay muchas vías férreas que quizás podrán encontrar su viabilidad como un elemento de tipo marginal y no 
necesitarán de la megaconcesión para ser encaradas. En tal sentido AFE podrá hacer la concesión de estas vías directamente con 
los privados, como es el caso de la recuperación de un ramal a Colonia, en el que ya hay interesados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como faltan quince minutos para el inicio de la sesión del Senado, no deseamos perder la oportunidad de 
plantearle el tema vinculado con el muelle del Puerto de Fray Bentos, asunto que está en el proyecto que tenemos a consideración. 
Desearíamos saber si se va a aprovechar la licitación pública que se hizo en su momento. Si es así, quisiéramos saber cómo se va 
a hacer para poder informar a la opinión pública de este departamento. Particularmente, pensamos que Fray Bentos es importante 
en el tema de la Hidrovía del Río Uruguay. Creemos que hay que defenderlo sobre todo por lo relativo a la complementariedad de 
las cargas y por todo lo que ese curso de agua significará para la región. Por lo menos, esta zona tiene una enorme esperanza con 
respecto al Río Uruguay como generador de desarrollo y a ese engarce de distintos puertos públicos y privados -podremos estar de 
acuerdo o no- que tendrán una importancia estratégica singular. 


SEÑOR MINISTRO.- Desearía terminar con el tema de la megaconcesión y luego pasar a referirme a las inquietudes de la 
Comisión. 


En definitiva, si nos preguntamos el por qué de la megaconcesión, podemos decir que tendría como fin recuperar el nivel de 
inversión, ahorrar en los costos generales del transporte e infraestructura, lograr una mayor seguridad, favorecer el proyecto del 
Uruguay como plataforma del comercio regional, impulsar la inversión en el interior del país y generar empleos. Si bien esta obra, 
como elemento reactivador, no tendrá el mismo impacto que en los años treinta, se puede decir que también significará un 
elemento reactivador de obra pública. 


SEÑORA POU.- El señor Ministro ha hecho referencia a la generación de empleo en los distintos tramos y me gustaría saber cuál 
sería la cifra de personas que podrían estar trabajando. 


SEÑOR MINISTRO.- Sería una cifra que estaría entre los 4.000 y 5.000 puestos de trabajo, incluidos los directos e indirectos. En la 
actualidad, alrededor de 4.000 trabajadores se encuentran en Seguro de Paro, porque en el pasado se tenía un nivel de actividad 
de U$S 198:000.000 y ahora se produjo una baja del 28%. Si volvemos a tener un nivel equivalente, estos trabajadores volverán al 
trabajo. Más allá de una estimación que uno pueda hacer a través de los importes, de la incidencia de la mano de obra, etcétera, 
etcétera, creo que el más gráfico de los números es el de la realidad: esa gente que estaba trabajando pasó al Seguro de Paro y 
ahora podrá volver a trabajar. 


Pasamos seguidamente a tratar el tema del Puerto de Fray Bentos. Al respecto, quisiera refrescar algunas consideraciones, tal vez 
a quienes estuvieron en la Comisión durante la gestión anterior. Cuando planteamos el Puerto de Fray Bentos, lo hicimos porque 
en ese momento habíamos hecho el estudio de transporte de productos forestales -que es éste- y vimos que se precisaban 
mayores infraestructuras portuarias en esa zona. Decíamos en este documento -que en su momento fue remitido- que había unos 
proyectos que estaban planteados, como el Puerto de Mbopicuá y algún otro cercano. En aquella oportunidad eran posibilidades, 
pero hoy estamos a un mes del inicio de las obras del Puerto de Mbopicuá. Entonces, aquello que se decía en cuanto a que se 
precisaban más muelles para atender mayor cantidad de madera, no es el tema del Puerto de Fray Bentos. El Puerto de Mbopicuá 
no va a estar construido mañana, por lo que va a seguir habiendo madera en el Puerto oficial de Fray Bentos. Pero, seguramente, 
de aquí a dos años, cuando esté construido, la mayor parte de la madera se va a ir por esos dos nuevos puestos de atraque que va 
a haber en el puerto privado. 


Nuestra preocupación por el tema -y eso es lo que ha dado lugar a malentendidos, a discusiones y demás en torno al Puerto de 
Fray Bentos-, evidentemente, no ha sido por la madera. Pero el Legislador, en la Ley de Presupuesto, además, lo puso a texto 
expreso. Es la única obra en que, a texto expreso, el Parlamento consideró que valía la pena poner un mandato al Poder Ejecutivo, 
en cuanto a que esa obra se debía hacer y, por lo tanto, había que hacerla o hacerla, aunque el asunto era cómo la financiábamos. 
Lo cierto es que estamos pensando en financiarla a través de este instrumento, en lugar de utilizar el presupuestal. 


Con relación a la segunda pregunta que formulaba el señor Presidente sobre si la obra era la misma que la que estaba prevista, 
quiero decirle que, efectivamente, así es. Cuando se realizó la licitación, ya se previó que en ese Puerto y en ese muelle se pueda 


poner una grúa de portacontenedores, porque por ahí va a estar el destino del Puerto de Fray Bentos. Además, nosotros nos 
preocupamos de que eso fuera así. Digo esto porque si hiciéramos un muelle apto para tener grúas que muevan madera, pero no 
contenedores, al Puerto de Fray Bentos le seguiría ocurriendo algo malvado que le ha pasado siempre, porque ha estado pensado 
para el tiempo que ya fue: fue muelle de carga general, cuando ya no se movía más carga general; fue un puerto granelero, cuando 
ya no había más graneles, y va a ser un puerto maderero, cuando la madera esté en el otro puerto. Pero, personalmente, aspiro a 
que toda la sociedad uruguaya no tenga que invertir en ese puerto para las cosas del pasado, sino que lo haga para las que 
vendrán en el futuro, que son de las que estamos hablando. 


En resumen, el Puerto se va a hacer; es un mandato legal, está establecido así en la Ley de Presupuesto y, por lo tanto, no hay 
otra alternativa que no sea cumplir con ello. Calculamos que se va a iniciar a fines del año próximo. La licitación ya está hecha; está 
en el contrato de la megaconcesión que aquellos procesos licitatorios que haya realizado el Estado con anterioridad y que hayan 
merecido el visto bueno del Tribunal de Cuentas, etcétera, etcétera, la Corporación Nacional para el Desarrollo los va a tener que 
hacer suyos. Por ejemplo, hay otros contratos que están en la misma situación, como es el caso del Puente de las Américas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si el señor Ministro tiene conocimiento del plazo de duración de las obras sobre el Puerto 
de Fray Bentos y de la cantidad de trabajadores que, de alguna forma, pueda involucrar la obra. 


SEÑOR MINISTRO..- La duración de la obra se estima en dos años. 


Con respecto a la cantidad de trabajadores, he hecho referencia en cuanto a no generar falsas expectativas en la población. 
Nosotros decimos que el valor de la obra es de U$S 4:200.000, lo que equivale a U$S 2:100.000 por año. Si la incidencia de la 
mano de obra fuera de un 20% -que sería extraordinariamente alta-, estaríamos hablando de U$S 400.000 anuales destinados a la 
misma. Esa cifra corresponde a toda la mano de obra, en la que se incluyen empresas de fundaciones de origen brasileño, que son 
subcontratadas, las que traen todo su personal especializado de aquel país; empresas chilenas que integran ese consorcio, que 
también lo traen; y, finalmente, empresas uruguayas, que también tienen sus trabajadores especializados, tanto en la parte de 
instalaciones eléctricas, como en la de construcción. Entonces, si esos U$S 400.000 anuales los pasamos a hombres-año, nos da 
un total de ochenta. A estos ochenta hombres-año hay que descontar los que son integrantes regulares de las empresas o de los 
subcontratistas. Entonces, creo que no corresponde decir a la ciudad de Fray Bentos que la expectativa de trabajo estará dada 
durante la construcción. Sin embargo, pienso que debemos tratar de que el Puerto de Fray Bentos sea esa ayuda a la plataforma 
logística, porque cada nueve contenedores que mueva, se va a generar un puesto de trabajo permanente y no temporario, durante 
el período de construcción. Creo que allí es donde está el tema más importante vinculado al Puerto, y no tanto en la etapa de las 
obras, aunque siempre ayudará, porque todos estos elementos dinamizan el trabajo en el lugar. 


SEÑOR VIRGILI.- Creo que luego de haber escuchado al señor Ministro, seguramente todos llegamos a la misma conclusión: él 
quiere hacer las obras que se establecen en el Presupuesto, porque son necesarias. Lo que hay que hacer es tratar de convencer 
a la gente de que debe pagar el peaje, porque es lo que nunca se quiere hacer; y a ello se agregan las dificultades que se 
presentan. 


Pienso que lo importante de esto es que la obra, que se había presupuestado y que no se va a poder hacer, por distintas 
circunstancias, con dineros del Estado, por lo menos se podrá realizar de una forma financiada. Esperamos que todo salga bien y 
que el señor Ministro pueda hacerla, porque se trata del patrimonio de cada uno de los uruguayos. Cada uno tenemos parte en la 
cosa. 


Agradecemos la presencia del señor Ministro y de sus asesores, porque siempre que los convocamos, contamos inmediatamente 
con su presencia y buena voluntad. 


SEÑORA POU.- Aunque sé que ya hemos hablado de este tema en otras oportunidades, quisiera saber en qué situación se 
encuentra hoy el asunto vinculado al peaje de Santa Lucía, sobre el cual han existido ciertas dificultades. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que hubo un nerviosismo previo al momento de la reubicación del peaje y del cobro, pero a medida que 
fueron pasando los días, se identificaron las situaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Realmente, el cruce es muy lento. 
SEÑOR MINISTRO..- Ciertamente que sí, señor Senador. 


En cuanto al tema de la bonificación, creo que se lo ha tratado con anticipación y, en ese sentido, las personas que residen en esa 
zona entendieron cómo era el problema. Todos aquellos -la gran mayoría- que viven del lado de San José y se aprovisionan en 
Santa Lucía quedaron cubiertos. ¿Cuál era la situación que no estaba cubierta? Los prestadores de servicio de Santa Lucía que 
iban a esa zona, como ser repartidores o alguien que trabajara en la Colonia Etchepare. Todo ese tipo de casos ya fue resuelto. Por 
ejemplo, quien trabaja en la Colonia Etchepare certifica su residencia y queda exonerado. 


Lo que sucede es que se nos planteaba la exoneración de toda la ciudad de Santa Lucía, hecho que nos representaba un cambio 
de concepto para todos los peajes del país. Por ejemplo, Rincón de la Bolsa hoy está exonerado, pero no Santiago Vázquez. 
Siempre se exoneró al que estaba del otro lado mirando desde Montevideo, porque su relación funcional con la capital era mayor. 
No cabe duda de que Rincón de la Bolsa tiene una alta relación funcional con Montevideo: dormitorio-trabajo. En este caso, se 
plantea el mismo criterio. Si hubiéramos decidido exonerar a Santa Lucía, al día siguiente deberíamos haber hecho lo mismo con 
Santiago Vázquez, El Pinar, Jaureguiberry y con todos los lugares que están del otro lado. A quienes estuvieron dialogando con 
nosotros les explicamos cuál era la situación y lo comprendieron. 


Si no recuerdo mal, ya se resolvió el tema de los taxímetros y el de la Colonia Etchepare. Incluso, el Director de Vialidad concurrirá 
a dicha Colonia en estos días a fin de entrevistarse con su Director, con miras a lograr una mejora en el servicio de ómnibus que 
hay con la ciudad de Santa Lucía. Una de las razones de las múltiples frecuencias que se daban en auto, se debían a problemas al 
sacar los números en forma diferida al momento de atención. Repito, muchas veces eso se hacía en vehículos particulares. Ahora, 
al poder hacerlo en el propio ómnibus, ese tema quedará solucionado. 


(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro y sus asesores. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 06 minutos) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


